Carátula 


(Ocupa la Presidencia ad hoc el señor Senador Da Rosa.) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 21 minutos.) 


-La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social tiene el gusto de recibir a la 
delegación representante de la Unión de Sindicatos Policiales integrante de la Orientación Sindical «5 
de marzo». 


SEÑOR FERREIRA.- Soy integrante del Sindicato Policial de Rocha y del Secretariado Ejecutivo de la 
Unión de Sindicatos Policiales. 


Venimos en nombre de nuestra organización a plantear algunas situaciones que nos están 
preocupando bastante. Desde el colectivo policial consideramos que el tema debe ser expuesto no solo 
en los medios de prensa y en los ámbitos locales de negociación o de diálogo con los Jefes de Policía, 
sino en otros entornos, porque siguen pasando los meses y la situación se agrava, sin que veamos 
soluciones ni avizoremos un futuro mejor desde ninguna parte. 


En el texto que le hicimos llegar a los señores Senadores pretendimos hacer algunas 
puntualizaciones, en particular, la que tiene que ver con la violación a la ley sobre negociación colectiva 
y a los Decretos N* 406 y N* 291. No se cumple la negociación colectiva con el Ministerio del Interior, 
porque desde hace un año y medio dicha Cartera ha resuelto ignorarnos y negociar solamente con 
organizaciones sindicales que son afines a su ideología o a su metodología de trabajo, lo cual ha ido 
en desmedro de nuestra organización sindical. Es así que en algunas dependencias policiales no 
hemos podido hacer uso de determinados derechos sindicales como la libertad de expresión, como le 
sucede a nuestro compañero de Artigas, que luego él explicará un poco más la situación que vive. 
Consideramos que esto no es normal en un Estado de derecho, en un país democrático donde las 
leyes están para ser respetadas. El Ministerio del Interior es quien debe hacer cumplir las leyes y, sin 
embargo, no lo hace. Nos parece un hecho preocupante. 


La negociación colectiva genera no solamente un desgaste en la organización sindical y una 
descalificación de la herramienta que es el sindicato, sino problemas de trabajo y funcionales a nivel 
del personal policial. 


Como ya dijimos no se respeta el Decreto N* 406, que establece determinadas condiciones 
de trabajo ideales para poder cumplir la función. Esas condiciones no existen en gran cantidad de 
dependencias policiales del país. En concreto, en el interior tenemos dependencias que están desde 
hace tres años con declaración de derrumbe por la Dirección Nacional de Bomberos. Algunos 
comisarios han intentado solucionar esa problemática y la Jefatura contesta que los funcionarios 
salgan a pedir a los vecinos para reformar la Comisaría. Consideramos que eso no corresponde, no 
solamente porque los vecinos pagan suficientes impuestos para que las dependencias policiales se 
mantengan, sino que además quien sale a pedir dinero incurriría en delito, porque el Decreto N* 30 de 
2003 prohíbe recibir dádivas para cumplir determinada función. 


Entendemos que de este modo se está condicionando la función policial a determinados 
intereses. Esto no es adecuado a la condición de policía, como no lo es la violación al Decreto N* 291, 
por cuanto no se respeta la existencia del delegado de salud laboral. ¡No existen delegados de salud 
laboral en las Jefaturas de Policía del interior! Por todos los medios hemos intentado establecer la 
condición de algún compañero como delegado y como nexo con el Poder Ejecutivo, o entre el 
representante del Poder Ejecutivo y la Jefatura de Policía de cada departamento, pero no ha podido 
concretarse, porque algunos Jefes de Policía se niegan a negociar y otros hablan pero no negocian. 


Negociar es entablar condiciones entre las partes, pero eso no sucede, por lo tanto, las 
condiciones de trabajo siguen siendo cada vez más caóticas y no tenemos a quién acudir, porque 


vamos al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social realizamos planteos, denuncias, se generan 
expedientes, y las cosas quedan allí en archivos llenos de fotografía, y se continúa en condiciones 
inhumanas y lamentables. Tal es el caso, por ejemplo, de una seccional que está a punto de caer y, 
también, de la cárcel de Rocha, que está hecha a nuevo, a punto de ser inaugurada y tiene una 
planchada de 15 centímetros que ya está partida. Incluso, teniendo la planchada en esas condiciones 
no tuvieron mejor idea que ponerle un techo de zinc. Esas son las condiciones en que van a alojar al 
personal policial y a los reclusos, lo que para nosotros resulta muy preocupante porque todos 
recordamos lo que ocurrió con los privados de libertad en el incendio ocurrido en aquel departamento. 
Pensamos que eso es grave y se suma a todas las otras situaciones que estamos denunciando. 


No podemos dejar de mencionar lo que ocurre en algunas dependencias policiales de 
antiquísimas construcciones que no cuentan con baños para el personal femenino, que debe hacer uso 
de los mismos que el personal masculino, lo que contribuye también con el desgaste del 
relacionamiento de los efectivos por las condiciones de higiene de la dependencia y, además, generan 
un riesgo potencial para la salud de las funcionarias. 


Creemos que esas situaciones deben ser revertidas de inmediato y, en ese sentido, hemos 
efectuado numerosas denuncias en varios ámbitos, tanto locales como nacionales, a pesar de lo cual 
nada ha cambiado. 


Obviamente, seguir enumerando situaciones de esa índole es llover sobre mojado, pero no 
podemos dejar de hablar, además, de lo que ocurre con el mobiliario. Hay seccionales que no cuentan 
con el equipamiento adecuado, a tal punto que algunos compañeros tienen que trabajar como 
carpinteros para poder reparar las sillas de madera o de plástico, atándolas con alambre, en virtud de 
las condiciones en que se encuentran. Los señores Senadores que son del interior saben que la 
situación en esa parte del país es diferente a la de Montevideo. Aquí hay oficinas personalizadas, sillas 
y computadoras nuevas, pero eso al interior no llega y, por lo tanto, el funcionario policial no está 
equiparado al de Montevideo por sus condiciones de trabajo, sino que se encuentra en la misma 
situación que los trabajadores rurales. Esto genera desgano en el personal policial, lo que actúa en 
desmedro del servicio que se debe brindar a la ciudadanía. 


Se trata de aspectos que deben ser tenidos en cuenta, ya que si se ha implementado el 
Sistema de Gestión Policial para medir el funcionamiento de la Policía y la efectividad que tiene a la 
hora de cumplir con sus tareas, a fin de pagar o no determinadas compensaciones, también deberían 
tenerse en cuenta las condiciones en la que esos funcionarios deben trabajar. No puede ocurrir que 
existan computadoras y no puedan utilizarse por falta de energía eléctrica; que haya impresoras pero 
no tengan tinta y que el personal policial tenga que comprar los libros para hacer los asientos de las 
novedades con dinero de su bolsillo porque la Jefatura no provee de lo necesario para realizar esa 
tarea. Incluso, hay móviles que no tienen chofer, porque si el único funcionario destinado a esa tarea se 
enferma no hay quien conduzca los vehículos. 


Entonces, no se sabe si esto fue planificado y traído de los pelos por alguien que está detrás 
de un escritorio o si hay una planificación que está fallando y debe ser corregida pronto, porque la 
condición de los trabajadores se desgasta. Incluso, los funcionarios tienen que salir a prestar servicios 
sin handy -porque no hay, está para reparar o las baterías están agotadas- para comunicarse con la 
Comisaría, a pesar de que ese instrumento es el primer compañero que tiene un policía. 


Indudablemente, esas situaciones generan desgaste en el ser humano, tanto desde el punto 
de vista físico como psicológico, ya que no es fácil prestar servicios en esas condiciones. 


También podemos mencionar carencias de agua en algunas dependencias. En Artigas, 
concretamente, hay una seccional que hace tres años hizo un reclamo ante el Ministerio y luego de 
varias instancias logró que se aprobara un presupuesto para hacer una nueva perforación del pozo, en 
el que se había caído el brocal y era necesario instalar una bomba para la extracción del agua. Eso se 
llevó a cabo pero luego de unos meses volvió a caer el brocal, se quemó la bomba y hoy los 
compañeros están otra vez sin agua, teniendo que utilizar el agua de lluvia o pidiendo a los vecinos. 
Nosotros entendemos que en el año 2014, en el siglo XXI, no es justo que suceda esto en la Policía 
Nacional, porque debería tener las mismas condiciones para todos; no es justo para el trabajador 


policial de Artigas, no dignifica al trabajador policial de ningún lugar, porque todos somos iguales. Por lo 
tanto, esta situación debe ser solucionada. 


Asimismo, debe solucionarse el tema de los airbag en los móviles policiales. A los móviles 
policiales que todos vemos circulando en la calle se les ha desactivado el sistema de airbag, o no lo 
tienen. Esto no solo va contra la normativa -cabe recordar que recientemente ha sido aprobada una ley 
de tránsito que dispone como obligatorio que los vehículos tengan sistema de airbag- sino que, 
además, agrava las condiciones de trabajo de ese policía que va detrás del volante. Ha habido algunos 
accidentes donde se han lesionado gravemente trabajadores y también hemos perdido compañeros, 
porque los móviles no disponen de este sistema de seguridad. Estas son cosas que parecen de otro 
planeta, pero suceden en nuestra Policía. Son decisiones que se toman porque dicen que, por ejemplo, 
el funcionario policial choca mucho porque maneja muy poco. Entonces, se quita el airbag a los 
móviles, pero no se capacita al personal. Desde el Sindicato Policial de Montevideo hemos propuesto 
un curso de capacitación con el ISEV, incluso, con financiamiento de organizaciones públicas y 
privadas. Sin embargo, esto no se tomó en cuenta y se siguió tomando esta decisión de implementar 
este sistema de retiro de airbag en los móviles. 


¡Ni que hablar de los botiquines! ¡No hay ni un guante de látex! Cuando concurro a un 
accidente de tránsito en el lugar que sea del Uruguay y no tengo un guante de látex para impedir que 
me contagie de alguna enfermedad que tengan los lesionados. Algunos gremios del interior hicimos 
campañas de colaboración y juntamos dinero y regalamos 100 pares de guantes para cada Comisaría, 
así como también botiquines. Pero no corresponde que sea la organización sindical la que brinde las 
condiciones adecuadas de trabajo cuando es el patrón quien debe hacerlo. 


Pensamos que todas estas situaciones van desgastando la salud de los trabajadores y la 
relación con el patrón. Por lo tanto, no solamente consideramos que estas situaciones deben ser 
denunciadas sino que también deben revertirse, en la medida de lo posible. Por ello, solicitamos a los 
señores Senadores el mayor esfuerzo posible para tratar de solucionar esta situación y revertirla a la 
mayor brevedad posible. 


SEÑOR RIBEIRO..- Pertenezco al Sindicato Policial de Artigas. 


En primer lugar, quiero poner en su conocimiento que me van a descontar $ 8.000 del 
sueldo del mes en curso por una sanción pecuniaria de diez días. Hay que tener en cuenta que, de 
acuerdo a la orden 12, el Ministerio no multa sino que descuenta todo el jornal. Esta sanción se debió a 
que salí a manifestar públicamente en representación del Sindicato para denunciar un mal 
procedimiento. Los hechos fueron así: los funcionarios pertenecientes a una Seccional estaban 
haciendo una recorrida e hicieron un procedimiento con un camión que transportaba aproximadamente 
unos 4.000 litros de gasoil, sin documentación tanto el combustible como el camión. Los compañeros 
hacen el trámite correspondiente, es decir, detienen el vehículo, detienen al conductor y ponen en 
conocimiento al Comisario de la Seccional quien, desde su domicilio dispone que el camión sea 
liberado. 


Nosotros teníamos dos compañeros sumariados por faltas leves, entonces, salimos a 
manifestar para poner como ejemplo el procedimiento que acabo de relatar. A su vez, también 
denunciamos ante la Justicia la actitud de un subcomisario que en cierto momento entró en la 
Seccional donde trabajaba su compañera -con quien vivía en concubinato- y la agredió físicamente. 
También se hizo la denuncia ante el Comando de Jefatura de Artigas, quien le aplicó al funcionario una 
observación por escrito, por la actitud que tomó. Se le retiró el arma por disposición judicial, pero 
posteriormente el funcionario comenzó a trabajar y la Jefatura se la entregó nuevamente. Este 
funcionario recibió un tratamiento psicológico y psiquiátrico y la profesional que lo atendió llegó a la 
conclusión de que padece de un trastorno bipolar, por el que tiene ese tipo de actitudes. Esta 
información fue elevada al Ministerio del Interior, que dispuso la baja de este oficial también en Artigas. 
No pasaron más de 20 días que el funcionario entró nuevamente a trabajar. ¿Cómo? Hasta el 
momento no lo sabemos. 


Nuestra intención es explicar la persecución sindical que nos hacen. Hemos salido también a 
hablar sobre una oficina de servicios psicológicos que creó la Jefatura de Artigas, usando a la 


funcionaria de Sanidad Policial, Licenciada en Psicología. Salimos a denunciar que eso no se podía 
hacer, que crear una oficina y designar a un personal que no le pertenece a la Jefatura, representaba 
un abuso de funciones. Por tal circunstancia nos iniciaron una investigación administrativa y, a 
posteriori, por una resolución ministerial se cerró la oficina. 


Cada vez que salimos a manifestarnos públicamente en contra de los actos de abuso de 
funciones en la Jefatura, nos llaman, nos inician una investigación administrativa y, como dije, al 
principio, nos sancionan, desconociendo todos los derechos que tenemos como sindicalistas, así como 
la ley que nos protege. 


Conviene aclarar que esto no solo sucede en Artigas. Por ejemplo, en Lavalleja, el jefe no 
recibe a los compañeros. La primera vez que tuvieron contacto con él, les dijo que vinieran a 
Montevideo y que se entrevistaran con el doctor Eduardo Florio, asesor jurídico del señor Ministro. En 
base a lo que él decida, en Lavalleja se hace, pero el sindicato tiene que venir a Montevideo y, si lo 
logra, reunirse con los asesores. 


En Rocha, ocurre que los compañeros van y el jefe los recibe y llegan a un acuerdo de buena 
fe y de palabra con él para solucionar toda la problemática de la Policía pero después termina violando 
totalmente el acuerdo. 


Todas estas situaciones fueron denunciadas por este grupo sindical ante el Ministerio, donde 
fueron avaladas porque, hasta el momento, no nos ha dado ni respuesta ni solución alguna a la 
problemática. En mi caso, el sindicato prosiguió con los recursos interpuestos. 


Queríamos plantear el tema para que tomaran conocimiento de la relación del Ministerio del 
Interior con sus funcionarios del interior. 


SEÑOR PARRADO.- Soy Psicólogo y Licenciado en Seguridad Pública. 


Tuve mi pasaje por el Ministerio del Interior desde 1980 -en que entré como Agente- hasta 
2010 que pasé a retiro como Comisario Inspector. Mi rol en esta presencia es como asesor del 
sindicato desde el punto de vista técnico y, en definitiva, la idea es reforzar algunos temas que 
realmente preocupan y mucho. 


Cuando uno ve a la Policía Nacional desde fuera, a veces se distrae y no se da cuenta que 
es una de las instituciones más empíricas que existen a nivel nacional: no tiene una metodología ni un 
marco de referencia desde el punto de vista teórico para evolucionar en sus acciones. 


No hubo ni hay un plan estratégico y creemos que debería haberlo, porque no puede pasar 
que los paradigmas se reformulen. Creo que en estos últimos tiempos hubo un cambio muy importante 
de paradigmas a nivel de la mirada del Ministerio del Interior sobre lo que es la seguridad pública y 
cuando un paradigma se cambia, es obvio que todo vuelve a cero, lo cual definitivamente impacta en la 
labor de los policías y, holísticamente, en la comunidad como usuaria del servicio de seguridad. A su 
vez, el cambio del paradigma afecta la calidad de los servicios. Y me remito a la página web oficial del 
Ministerio del Interior donde hay sendas notas que reconocen que quizás no se informó en forma 
adecuada a la población y a la propia fuerza, que en definitiva, no sabe cómo pararse ante cambios tan 
sustantivos y no me refiero solo a Montevideo sino también al interior del país. Muchas de las normas 
que se han ido incorporando acompañan lo que la autoridad política y los jerarcas designados 
legítimamente van llevando adelante como misión de trabajo. Creemos que los recursos humanos y 
logísticos deben ir acompañados de directivas y de un apoyo adecuado para mejorar la seguridad 
pública que es lo que quiere y por lo que brega todos los días no solo el sindicato sino todos nosotros. 
¿Dónde se ve el daño? Por ejemplo, en no escuchar al operador principal, que es el propio policía. 
Cuando uno escucha a los compañeros de los sindicatos piensa: qué bueno que hay una organización 
que de alguna forma puede canalizar el sentir, la voz, del personal policial. Por tanto, en principio es 
significativo que no sea escuchado con la intensidad que uno esperaría, siendo que está al alcance de 
la mano; eso realmente llama la atención. También preocupa que no exista un dique que acumule los 
haberes históricos. Próximamente, por la ley de retiro, va a haber muchos menos policías con 


experiencia. Ahora bien, por la vía de los hechos, retiros que demoraban uno o dos meses, hoy 
demoran siete u ocho meses. Creo que esa es una estrategia administrativa para ir manteniendo el 
personal el máximo tiempo posible, con las dificultades que esto genera porque, por ejemplo, alguien 
puede estar usufructuando sus licencias previas al retiro, el trámite no culminó y la norma le exige que 
se presente a trabajar cuando tiene el derecho constitucional de retirarse y la Administración debe 
cumplir con esos tiempos. 


En un día tan especial como el de hoy, que trabajamos sobre el tema de los suicidios, voy a 
referirme a un departamento en particular, el de Canelones, que ha sido noticia en más de una 
oportunidad por este tema. Si pensamos en casos de suicidios de policías, obviamente debe tenerse 
en cuenta que tienen el arma bien al alcance de la mano, aspecto significativo para darse cuenta de 
que algo está pasando. A este aspecto hay que agregar la violencia doméstica. Las cifras muestran 
que a cerca de 1.000 policías en un año se le debe retirar el arma por incidentes de violencia 
doméstica. Todo esto, obviamente, impacta en la seguridad pública porque esos policías no van a estar 
patrullando sino haciendo otro tipo de tareas. También es significativo que la policía cuente con 
recursos humanos muy capacitados que no estén cumpliendo efectivamente con esas tareas o no lo 
hacen con la intensidad que uno esperaría que tuvieran, por ejemplo, a nivel de apoyos en el Uruguay 
interior, en el Uruguay profundo que es una zona que ha sido tratada en forma discriminatoria. 
Actualmente, para la selección de policías y el perfil para el cargo, los policías deben cumplir menos 
requisitos desde el punto de vista psicológico y de su formación. Se redujeron y flexibilizaron los 
requisitos porque no se podían cubrir las vacantes. Por ejemplo, ingresan con sexto año de escuela lo 
que obliga a pensar en educación compensatoria porque a ese ciudadano no se le puede dar la misma 
formación que a un ciudadano que tiene tercer año de liceo o más, porque no va a cumplir 
adecuadamente sus tareas. A la flexibilización existente debemos agregar el ingreso de policías que no 
están aptos para cumplir la función, ya sea desde el punto de vista de su formación curricular o de los 
aspectos psicológicos. Ha ingresado gente que perdió el examen psicológico pero como el decreto 
establece que no es vinculante -y ahí es donde se ampara la autoridad- la junta de selección les 
permitió ingresar igual. Entonces, después había policías no aptos para desempeñar ese perfil, 
cumpliendo tareas con otros que sí lo estaban lo que, sin duda, impactaba directamente en la 
seguridad pública. Y no me refiero a la seguridad y a la integridad física de ese policía y la de los 
compañeros, sino a la de todos los ciudadanos. Creo que eso es grave y es bueno verlo, sobre todo 
tratándose del Ministerio del Interior, que sin dudas es el más obligado a hacer cumplir la ley, no 
solamente por una cuestión constitucional, sino por su propia labor. En ese sentido, y para que se 
comprenda lo grave que es lo que están planteando los compañeros del sindicato, voy a poner un 
ejemplo concreto. El 8 de junio de 2011 el Ministerio del Interior firmó una resolución por la que 
flexibilizó las medidas de seguridad para El Correo. Supongo que los señores Senadores tienen 
presentes los eventos que tuvieron lugar en un local de El Correo en el año 2013, oportunidad en que 
murió un policía, otro resultó herido, y falleció uno de los delincuentes. Estos hechos fueron muy 
movilizadores para la comunidad toda. En esa cadena de eventos sin dudas el primer responsable es 
el jerarca que flexibilizó las medidas de seguridad. Es decir que si estamos hablando de seguridad 
pública, no podemos flexibilizar las medidas en ese sentido; se debe, sí, tener bien claro que tiene que 
haber protocolos a la vista, bien diseñados, teniendo en cuenta la voz de los policías. Por ejemplo, el 
compañero Richard Ferreira planteaba la necesidad de que los patrulleros cuenten con botiquines y 
airbags, y que se capacite al personal en el uso de la tecnología. Es bueno tener tecnología, pero no 
está presente en todo el país; sé que es un proceso, pero también se tiene que capacitar al personal 
porque fue un cambio de paradigma. Tomemos el caso de los handies; esas son las cosas que de 
repente llegan al sindicato y puede resultar muy útil para el jerarca, tanto a nivel político como 
administrativo, tener esa información. Sabemos que, por ejemplo, hubo dificultades con los equipos 
Tetra en Montevideo: como están vinculados a la tecnología de Antel, durante un fin de semana hubo 
dos o tres horas en que los policías estuvieron incomunicados. Son procesos y hay que hacerlos, pero 
en definitiva tenemos que estar muy atentos. 


Voy a citar otro ejemplo. Se tuvo que hacer una investigación en el interior y hubo que visitar 
a algunos vecinos, quienes nos decían: «La Seccional está enganchada con este lío». Uno se 
preguntaba por qué nos decían eso y, al ahondar, se nos aclaraba que los policías iban una vez por 
semana. Al profundizar un poco más nos dábamos cuenta de que iban a buscar el combustible; era el 
apoyo de las comisiones de colaboración. Eso la población no tiene por qué saberlo y, si lo sabe, a 
veces no lo comprende adecuadamente. Me parece que se tiene que ser mucho más claro. ¿Deben 
existir las comisiones de colaboración en nuestro Estado? Yo creo que no. Cuando me tocó definir ese 
tema, informé a las autoridades que no estaba de acuerdo por una sencilla razón: es el Estado el que 


está obligado a hacer que los recursos funcionen. O sea, no tenemos que estar haciendo pedidos ni 
colaborando para ello. Si el ciudadano quiere colaborar, puede hacerlo en lo social, o sea, desde la 
donación de una cocina o una heladera, hasta el otorgamiento de un préstamo en dinero -obviamente, 
con las reglas claras, es decir, con balances y demás que se requiera- para apoyo del personal policial, 
repito, desde el punto de vista social, pero no en cuanto a los recursos para el despliegue de sus 
tareas sustantivas. Creo que eso no está bien. 


Con respecto a la educación de los policías -y a los hechos me remito, porque también uno 
tuvo la posibilidad de leer y analizar el informe que hicieron las autoridades ministeriales a la Comisión 
de Presupuesto del Parlamento-, tenemos compañeros a quienes, si les preguntan, para ser finos les 
van a decir que tuvieron cero capacitación extraordinaria. Eso también nos demuestra que a veces 
tenemos que hacer el esfuerzo de preocuparnos mucho más por el que nos cuida. O sea, cuidar a 
quien nos cuida es relevante en una sociedad que se precie de tener un sentimiento fraterno y de 
compromiso con el prójimo. 


Tenemos también el fenómeno de las enfermedades profesionales. No hay un nexo causal 
cuando el policía se retira; nadie le pregunta qué tarea desempeñó y cómo lo hizo. Eso no está 
estudiado en Uruguay, pero el tema de las enfermedades profesionales es algo a tener en cuenta. Si 
un policía estuvo destinado a una unidad y toda su vida patrulló, probablemente tenga algún tipo de 
trastorno en su salud, en el futuro, con los años, por acumulación. Sin embargo, es algo que no está 
estudiado, aunque debería estarlo porque se trata de un tema trascendente. 


Entonces, uno puede ver mucha tecnología y cantidad de policías -lo que no implica que 
tengamos calidad-, así como un rediseño de la estructura. A este respecto me remito a hechos: ayer 
nos reunimos con el Jefe de Policía de Montevideo y el Director de Policía, quienes trajeron a colación 
el tema de las mejoras. Es cierto: uno las valora -y muchos de ellos son compañeros, con quienes 
compartimos horas de trabajo- en lo personal, pero a nivel profesional es donde se produce la 
discusión. ¿Por qué? Porque si se mejoró la seguridad pública, se lo hizo sin tener en cuenta la voz de 
los policías, quienes no están siendo escuchados adecuadamente. Un patrullero es la oficina; es, más 
menos, el despacho de ustedes: el horario de trabajo lo desempeñan allí, todo el día. Entonces, 
también tiene que haber un diseño para esa tarea. Dicho de otro modo: hay que tomarlo en cuenta. 


El uniforme es un elemento que también se debe considerar. Hay que mirar bien a la hora de 
comprar zapatos -les pido que un día hagan el esfuerzo de verlos en su despliegue territorial- porque, 
de pronto, no son los más adecuados. Se trata de zapatos muy rígidos, con suelas muy duras, muy 
gruesas, que parecerían ser más adecuados para un obrero de la construcción, que necesita ser 
protegido ante una posible caída, pero no para nuestra tarea. Y respecto al chaleco antibalas debo 
decir que usamos el externo cuando quizá deberíamos tener uno más liviano. 


En lo que tiene que ver con las armas, hay algunas que ni siquiera tienen estrías. Ustedes 
dirán: ¡qué importante debe ser eso! ¡No! Sin embargo, se pudo haber comprado con estrías. La 
importancia está en las garantías al ciudadano. Cuando un policía, en legítimo uso de sus derechos, 
tiene que disparar su arma de fuego, yo como ciudadano debo tener la garantía de saber quién me 
disparó y de que se puedan dar las herramientas a la Justicia para que se identifique al que lo hizo. 
Hay armas en Uruguay que no tienen eso. ¿Por qué? Porque eran un poquito más baratas. Pero 
cuando se habla de que se compraron muchas armas no se dice que hay un sinnúmero de policías que 
no tienen el arma apropiada; de pronto, todavía tienen revólveres antiguos. Es verdad que se compró 
mucho armamento, pero el tema es que hay que ver cuál fue su destino. Es muy probable que nos 
encontremos con que un número muy importante está en unidades de elite, como por ejemplo la 
Guardia Nacional Republicana, que ahora tiene un despliegue territorial nacional y que depende 
directamente del Ministro del Interior luego de que un decreto dictado por el Poder Ejecutivo así lo 
determinó. Quiere decir que trabaja directamente con él y no en forma operativa con las unidades. Eso 
implica una coordinación extra. A esto hay que agregar unidades que dependen del Jefe de Policía, no 
por serlo, sino porque se decidió -estoy poniendo un ejemplo de Montevideo- que así fuera. Entonces, 
el jerarca local también tiene que coordinar con otro mando más. 


Redondeando -vuelvo a lo que decía al principio-: no tenemos un plan integral cuando 
estamos hablando de una institución con una vieja historia en el país, que se precia de sí y uno valora - 
con la misma fuerza- que tiene que haber una única Policía nacional. En este sentido, quiero dejar 


planteado algo que me parece relevante. Creo que está radicado en el Parlamento un proyecto de 
reforma de la Ley Orgánica Policial que, si lo leen en detalle, hay un elemento que considero clave. 
Parecería que a través de esta iniciativa se crearan dos Policías: la Guardia Nacional Republicana, a la 
que se le asigna lo que históricamente era tarea de la Policía, y otra. Es un poco difícil de interpretar, 
pero más allá de esto, necesitamos tener una Policía que acompañe la realidad local. Si estamos 
hablamos de la acción de sicarios, de ajustes de cuentas -terminología incorporada en los últimos 
tiempos-, necesitamos definiciones, necesitamos información transparente. Me refiero a la idea que 
impulsó el doctor José Díaz en el sentido de crear un observatorio, que fue una medida muy buena y 
valiosa en su momento. Lamentablemente, hoy, se transformó en algo que es brocha gorda. 


Voy a cerrar mi exposición remitiéndome a los hechos de abuso sexual que aparecen en los 
registros. Se trata de más de doscientos casos de este tipo, que no nos dicen si son domésticos o 
callejeros. Si se va a generar una política de Estado en esta materia, por lo menos es necesario saber 
si son domésticos o callejeros. Parece de Perogrullo plantearlo, pero es elemental conocerlo. Todos 
sabemos que cada abusador sexual no abusa de una sola persona; abusa por lo menos de dos. Si son 
situaciones de víctimas, estamos hablando de -más menos- sesenta o setenta abusadores para 
generar una política de Estado. Si estamos hablando de abusadores, tenemos que pensar en 
seiscientas o setecientas víctimas. Me detengo en este ejemplo para volver a afirmar que no tenemos 
una política y un plan estratégico en materia de seguridad. Creo que ahí la voz del trabajador, más lo 
que se proponga a nivel de las autoridades, debe trascender a cada Gobierno. Cada cinco años, 
quienes estuvimos y están en la Policía no podemos no tener una mirada profesional y estar a 
expensas del librito del jerarca de turno. Creo que es una tarea tan pero tan sensible que los 
lineamientos son los establecidos en nuestra Constitución. No precisamos más que eso; lo que resta 
es trabajar y hacerlo bien, con una mirada profesional como la puede tener un médico. Si los señores 
Senadores fueran Subcomisarios de guardia, dormirían desde la hora O a las 6, pero si un día sucede 
un incidente a la O y 30, alguien daría la orden de que se acuesten a la 1, y si hay un episodio a las 5 y 
30, alguien daría la orden de que duerman de 1 a 5, sin ningún tipo de análisis teórico o profesional. 
Como sabemos en un hospital puede haber un cirujano que quizás esté descansando y tiene que 
levantarse de apuro para atender a un paciente, lo hace y opera adecuadamente. 


A veces, la comunidad, el pueblo de a pie no ve ese tipo de cosas, por eso, esta instancia 
tiene mucho valor y me parece muy importante. Es un honor, no solo haber compartido esta reunión 
con los señores Senadores, sino haber participado junto a los compañeros desde una mirada distinta. 


Muchas gracias. 
SEÑOR DE LOS SANTOS.- Soy integrante del Sindicato Policial de Montevideo. 


Creo que el licenciado Parrado sintetizó y globalizó toda la problemática que vivimos hoy 
tanto los trabajadores policiales como la policía en sí misma. 


Quiero agregar un tema: el poco tiempo de formación de los policías. Como bien dijo el 
licenciado, contar con muchos policías en la calle no quiere decir que tengamos seguridad. Es una 
situación que vivo desde adentro de la policía, por eso, repito: tener tanta cantidad de policías en la 
calle no significa tener seguridad. Tenemos una policía mal preparada. Hace unos días egresaron del 
Cefocaps -Centro de Formación y Capacitación para el Personal Subalterno-, unos 200 funcionarios. 
Conversé con algunos de ellos, les pregunté qué les había quedado de los cursos y la respuesta fue: 
«Nada». Los señores Senadores pensarán: «Es una chanza que le habrán hecho». No; me dijeron que 
les había quedado la instrucción dada en la Plaza de Armas, y que no sabían ni siquiera hacer una 
detención. Como policía me dolió que un compañero que recién sale de la escuela me diga que no 
sabe hacer una detención y un esposamiento. Esto quiere decir que el tiempo de formación que se 
brinda a los ciudadanos que ingresan a la policía no es el adecuado ni el mínimo. Si se les dedicara el 
mínimo de tiempo tendrían que salir con los conceptos básicos de lo qué debe hacer un policía como, 
por ejemplo, una detención. Por lo tanto, creemos que en la calle tenemos una bomba de tiempo. 
Nuestra ciudadanía puede sufrir esta situación, porque si tenemos policías que no se pueden proteger 
ni a ellos mismos cómo pretendemos que cuiden a la ciudadanía. Creo que el tiempo que se dedica a 
la formación del policía no es ni el mínimo necesario. 


Es lo que quería agregar ya que a todos los sindicatos policiales nos preocupa demasiado el 
tema porque somos parte de la ciudadanía, nuestra familia integra esta sociedad, tenemos hijos que 
estudian, trabajan y queremos que lleguen sanos a su casa. Repito: tener muchos policías en la calle 
no significa tener buena seguridad. 


SEÑOR PEREIRA.- Soy Presidente del Sindicato Policial de Maldonado e integrante de la Directiva 
Nacional de la Unión de Sindicatos Policiales. 


Quiero agregar algunos puntos a la exposición del compañero Ferreira sobre la violación a la 
ley de negociación colectiva. Voy a hablar, en particular, de nuestro sindicato porque hemos llevado 
adelante varias cuestiones y reivindicaciones. 


El 2, 16 y 28 de junio del mes pasado fuimos a la Dinatra y al Ministerio del Interior a plantear 
cantidad de cuestiones que hacen al quehacer del departamento de Maldonado. La principal era el 
recambio del armamento, pero además pedimos más funcionarios para el departamento y hablamos de 
otra cuestión importante como es la vestimenta. 


¿Qué sucede? Nosotros entendemos que el Ministerio del Interior, en lo que respecta a la 
política con los sindicatos, centralizó todo en Montevideo. En el año 2005 hubo una apertura para la 
formación de sindicatos policiales y el nuestro, en particular, fue el primero que se constituyó a nivel 
departamental y desde ese momento estamos trabajando con los demás compañeros del interior. 
Nuestra meta es institucionalizar la relación, de modo que no exista más un mano a mano en lo que 
respecta al diálogo con el Ministerio. Por otra parte, nos parece irracional que la relación con las 
autoridades se maneje a través de convocatorias por parte del Ministerio, teniendo que desplazarse 
los representantes del sindicato desde sus propios departamentos. En ocasión de comparecer por 
nuestra parte ante la Dinatra, el Ministerio envió un abogado como representante, quien manifestó que 
no estaba en condiciones de negociar nada. Como sindicato estábamos pidiendo un delegado de salud 
para tratar los problemas puntuales del departamento con el Jefe de Policía, a fin de flexibilizar el 
diálogo. Sin embargo, como dije, el Ministerio estableció que no estaba dispuesto a negociar y que en 
caso de que los funcionarios tuviéramos algún planteamiento que formular lo hiciéramos ante la 
Inspección General del Trabajo. A nuestro entender, esto no es correcto, ya que no se está escuchando 
la voz del policía como trabajador. 


Otro aspecto que quiero destacar es que nuestros inconvenientes se han producido en esta 
Legislatura. En el año 2005, con los ex-Ministros Bruni y Tourné hubo una relación entre el Ministerio y 
los sindicatos policiales que determinó la concreción de varios avances. En cambio, durante este 
período de Gobierno no se nos ha escuchado y no hemos recibido ningún tipo de respuesta a nuestros 
planteos. 


Por esa razón, pedimos que se reciban nuestras inquietudes y se haga algo al respecto. 


SEÑOR FERREIRA.- Tal vez estemos haciendo una especie de catarsis por tantos problemas que 
hemos acumulado en estos años, pero pensamos que este es el ámbito adecuado para plantear 
nuestras inquietudes. 


Asimismo, quiero manifestar que nos parece muy grave que la Auditoría Interna de la Nación 
informe que no se está realizando el test psicológico preventivo antes de que el funcionario pase a 
depender del Ministerio del Interior. Pensamos que esto es gravísimo, porque no solamente se pone en 
riesgo al trabajador policial que va a acompañar a ese eventual que ingresa a la Policía -de quien 
tampoco se sabe si tiene habilitación psicológica-, sino que además va a poner en riesgo a la 
ciudadanía, que va a estar en manos de una persona que no cuenta con evaluación psicológica. Cabe 
destacar, por otra parte, que esa evaluación psicológica tampoco se da a los demás funcionarios 
policiales. Quienes llevamos muchos años en la Policía, como quien habla, no hemos sido testeados 
por un psicólogo en ningún momento. Al respecto, consideramos que se debe contar con una 
evaluación y una atención psicológica permanente, porque esa es la forma de evitar males mayores, 
tales como problemas familiares, violencia doméstica o divorcios que terminan con agresividad. 
Creemos que esa es la forma de actuar en esta materia. 


Por otra parte, quiero destacar un aspecto vinculado a las condiciones de trabajo. Los 
funcionarios policiales de todo el país cuentan solo con 6 abogados en la Asesoría Letrada; quiere 
decir que hay 30.000 policías y 6 abogados para defender lo que ellos hacen. Francamente, es 
descabellado pensar que un sistema así pueda funcionar bien. Por lo tanto, si el compañero de Artigas 
hace un procedimiento y necesita un abogado, él lo debe pagar de su bolsillo o el sindicato, en caso de 
que tenga finanzas, pero el patrón nunca llega a mandarle un abogado que defienda su trabajo cuando 
lo hace en el marco de la ley. Esto sucede a nivel nacional, ya que hay seis abogados con un móvil y 
un chofer para recorrer todo el país. Por lo tanto, si queremos que el personal policial cumpla con las 
funciones como corresponde, como manda la ley, debe cambiarse la forma de trabajar en esa oficina, 
fortaleciendo la cantidad de profesionales que están a su servicio. 


Esto también se agrava cuando el trabajador policial tiene horarios que no son los 
adecuados. El mejor ejemplo de ello es el de Canelones, donde tenemos funcionarios policiales que 
tienen que trabajar turnos de ocho horas. Ustedes me podrán decir que el turno de ocho horas es algo 
que se logró hace más de cien años en el Uruguay. Eso es cierto y lo agradecemos y respetamos, 
dignificando la lucha de quienes lo consiguieron, pero también hay que ajustarse a la realidad. Por 
ejemplo, si un policía que vive en el oeste del departamento de Canelones tiene que trasladarse al este 
para ir a trabajar, tiene que viajar más de 10 horas. Por lo tanto, en vez de 8 horas termina trabajando 
10 o 12 y descansando 8 o 10 y dormirá, si puede, cuatro o cinco horas. Esto ha generado un desgaste 
brutal en el personal policial del departamento de Canelones y una avalancha impresionante de 
certificados médicos. Por lo tanto, la función que se preveía que se iba a cumplir con el régimen de 
ocho horas para tener más policías en la calle al servicio de la comunidad, no se está cumpliendo, 
porque están con licencia médica; están desgastados, cansados y agotados. Es imposible. 


Luego, los funcionarios policiales del departamento de Artigas trabajan 144 horas de más en 
el mes -ni 8 ni 24, sino 144- lo que no es compensado ni económicamente ni retribuido en el régimen 
horario. Esta situación es desgastante para el trabajador policial. Por lo tanto, consideramos que se 
debe dignificar al trabajador en todas sus formas y de todas las maneras posibles. Esta situación ha ido 
en detrimento, cada vez más, de las Jefaturas del interior del país ya que se han quitado 50 o 100 
trabajadores y se ha fortalecido la Guardia Republicana. El Jefe de Salto decía -en la última entrevista 
que tuvimos con él en el mes de noviembre pasado- que a él le faltaban más de 100 policías. Quiere 
decir que esas 100 bajas que había tenido el departamento de Salto hoy son vacantes en la Guardia 
Republicana. Las armas que el Ministerio dice haber comprado, así como toda la logística que se ha 
instrumentado, no ha llegado a las Comisarías del interior. Hay policías que todavía seguimos portando 
una arma de calibre 38 a la cintura cuando el poder de fuego con el que cuenta la delincuencia es 
muchísimo mayor que el que tenemos nosotros. Esto pone no solamente en riesgo nuestras vidas sino 
la seguridad de la comunidad, por más que yo me agote trabajando 24 horas, incluso viajando parado. 
Es más, sigue existiendo un decreto que establece que el tercer policía que sube uniformado a un 
ómnibus paga. Entonces, si suben dos policías, el tercero debe pagar y atraviesa todo el país para 
cumplir la función que su patrón le manda. Además, en el viaje de cuatro o cinco horas va cumpliendo 
funciones en el camino -reitero que, incluso, viaja parado- porque está expuesto a hacerlo en caso que 
haya accidentes de tránsito, un ataque de epilepsia o un infarto. El policía debe cumplir la función que 
idealmente se ha creído que la Policía debe cumplir, lo que supone hacer de cura, de psicólogo y de 
enfermero. 


Consideramos que estas situaciones deben ser revertidas inmediatamente. No puede ser que 
un policía sigua pagando para ir a trabajar; no puede ser que el policía se quede en la ruta porque no 
hay más lugar en el ómnibus y tenga que quedarse horas en la madrugada porque no tiene cómo ir al 
trabajo. Todo esto tiene que ser revertido para que el policía pueda cumplir su función como debe y 
quiere -porque hay policías que quieren trabajar, y no pueden- y que la ciudadanía tenga la seguridad 
que merece. 


Muchas gracias por habernos recibido, quedamos a las órdenes. 


SEÑOR PASQUET.-Agradezco a nuestros visitantes de la tarde de hoy por su comparecencia y por 
esta información que han dado porque, francamente, desconocía todos estos aspectos y problemas 
que ustedes encaran en el desempeño de sus funciones. Una cosa es leer, a veces, alguna 
información en la prensa o alguna expresión genérica y, otra, escuchar testimonios directos con un 


señalamiento tan preciso y concreto como el que ustedes han hecho de todas estas circunstancias 
que, naturalmente, generan preocupación. 


Me gustaría escuchar una explicación adicional sobre lo que se menciona en el memorando 
que nos hicieron llegar antes de su visita, en el sentido de que se contrata en forma provisoria a 
centenas de personas para trabajar en el Instituto Policial y que resulta contradictorio con el especial 
celo demostrado por las autoridades ministeriales a la hora de proporcionar información interna. Más 
adelante se dice que se contrata a gente en forma provisoria, que cumple funciones por un plazo 
relativamente breve -sería de quince meses- en distintos ámbitos de labor. Luego, con respecto a ello 
se adjunta el fragmento de un dictamen de la Auditoría Interna de la Nación. 


No sé si interpreto bien, pero según entiendo, se contrata a gente ajena a los cuadros del 
Instituto Policial para cumplir funciones de servicios especiales; quizás sea el famoso 222. Entonces, a 
esa gente que entra y que debería cumplir servicios especiales, no se la destina a esa tarea sino a 
desempeñar funciones ordinarias, propias de la Policía; en cambio, envían a policías propiamente 
dichos, que forman parte del Instituto, a cumplir esos servicios especiales. Todo esto genera una 
situación potencialmente peligrosa porque personas recién ingresadas, que no tienen la preparación 
necesaria, son destinadas a cumplir funciones policiales propiamente dichas con el peligro para el 
público e incluso para ellas mismas que implica tener que desempeñarse de esa manera. 


Reitero que no sé si entendí bien lo que se dice en el memorando que, por los gestos que han 
realizado, no sería así. Por eso, agradecería me dieran una explicación para entender el tema. 


SEÑOR PARRADO.- Creo que el tema está fundamentalmente referido a los eventuales. Se trata de 
una norma antigua -usada por la Dirección Nacional de Bomberos para la zafra- que, de alguna 
manera, capitalizó la actual Administración para el ingreso del personal. 


Para valorar el cargo, los eventuales deben tener un perfil y cumplir con una serie de 
requisitos para el ingreso; o sea que si es para hacer tareas de eventuales, se valorará para ser 
eventual. La Administración entendió que les tiene que dar prioridad para el ingreso a presupuestados 
cuando hay vacantes en esta categoría; por lo tanto hay una alta rotación de personal por ese 
concepto. Esta situación, ¿qué genera? Citemos, por ejemplo, el caso de la Intendencia de 
Montevideo. Como bien dijo en un artículo de prensa el Secretario General de la Intendencia, ese 
servicio se transforma en una suerte de pasantía, lo cual me parece inadecuado porque no es una 
pasantía; ellos están cumpliendo un rol de policía más allá que el sueldo se lo pague la Intendencia de 
Montevideo. Si pasan a la estructura y no hubo una revaloración, o sea, si fueron valorados para ser 
policías como eventuales y luego pasan a cumplir una tarea que no podrían desempeñar porque no 
fueron evaluados para ese cargo, por más que tengan el mismo uniforme y que la Ley Orgánica los 
cubra con su manto normativo similar a todos los demás -porque después que entran parecería que en 
la calle son todos iguales-, no la deberían cumplir. En algunos casos, esos policías podrían 
desempeñarse como 222 pero, tengamos en cuenta que en ese servicio ha habido conflictos. 


A esto agreguemos que muchos policías eventuales fueron destinados a unidades policiales 
operativas; entiéndase que están haciendo una tarea operativa en la Intendencia de Montevideo 
porque, en sus recorridas, van a cumplir su tarea policial de acuerdo con lo que mandata la ley, pero no 
fueron seleccionados para desempeñar otra tarea que no sea la de eventuales. Entonces, cuando los 
mandan a una unidad operativa, están cumpliendo un rol para el cual no fueron perfilados ni formados; 
por lo tanto, esta situación impacta no solo en la afectación de su propia integridad física y en algún 
hecho que puedan tener, sino en el mal manejo de un procedimiento, con repercusiones negativas en 
el manejo de la seguridad pública en la comunidad. Me parece que esto no está bien y que es un tema 
a corregir porque se transformó en un servicio potente. Son alrededor de quinientos los policías en la 
Intendencia de Montevideo cuando, ninguna Seccional del país, cuenta con ese número de efectivos. 
Creo que el tema pasa por ahí. 


A su vez, muchos de los programas del Ministerio son llevados adelante por personas que, 
quizá, no están en la estructura policial. Ese es un elemento que también hay que tener en cuenta 
porque define la estrategia de trabajo operativo cuando en realidad es un proyecto como tantos otros 
que hubo en el país. Creo que para llevarlo adelante hay que darle preeminencia y presencia al que 


sabe de la tarea policial. En el informe del Ministerio del Interior figuran varias propuestas, como 
«Pelota al Medio a la Esperanza», el programa «Mi Comisaría», el del personal dirigido al conflicto en 
algunas unidades -que apareció en la prensa-, etcétera. Quiere decir que hay muchos proyectos pero 
no están armonizados. Estos cruces de personal generan efectos que sinceramente afectan la 
seguridad porque en un operativo puede haber un policía de la Guardia Republicana, armado hasta los 
dientes, junto a un policía con el uniforme clásico, el gorrito y con armamento diferencial. Estas son 
cosas que pasan. 


Esto es parte de lo que dije al principio. Si a esto no lo valoramos operativamente en forma 
adecuada, la repercusión y el daño colateral que puede tener no solo impacta a la policía -que, en 
definitiva, asume ese compromiso y riesgo- sino también en la comunidad, que es la receptora del 
servicio de seguridad del país. 


SEÑOR FERREIRA.- Lo que dijo el señor Senador tendría tres puntas porque al tema del servicio 222 
y de los eventuales hay que agregar el de los ingresos transitorios que ha sido muy preocupante para 
nosotros. Como se dijo acá, por una orden del Ministerio del Interior ingresaron más de 200 
funcionarios al Instituto Nacional de Rehabilitación en forma transitoria por 15 meses. Nosotros, como 
funcionarios policiales, intentamos fotografiar las condiciones en que trabajan nuestros compañeros en 
COMCAR y en Libertad, pero se nos prohibió por orden expresa del Ministerio porque dice que se pone 
en peligro la seguridad de las cárceles. Incluso, en la cárcel de Campanero intentamos ingresar para 
revisar la forma en que están trabajando los compañeros pero nos lo prohibieron. ¡A nosotros se nos 
prohíbe hacer eso y toman gente por 15 meses que no se sabe lo que pueden generar! Por ejemplo, 
no sabemos si esa persona va a estar 15 meses y va a hacer nexo con algún narcotraficante o algún 
delincuente preso para luego ayudarlo a escapar, o se va a quedar en la función. Incluso, puede volver 
a pasar lo que sucedió con mujeres operadoras penitenciarias que entablaron vínculos sentimentales 
con los reos e incluso quedaron embarazadas cumpliendo funciones dentro de la cárcel. También hay 
mujeres que son esposas de reos que están presos y cumplen funciones en esa cárcel. Esas son 
cosas muy locas. Uno no logra entender por qué el Ministerio mide con una regla a los trabajadores y 
le coarta todas sus libertades, y con otra, a personas civiles que ingresan por 15 meses a un sistema 
tan delicado como el carcelario. Realmente no lo entendemos. Venimos hace años denunciando las 
situaciones de las cárceles y esto no se soluciona con 200 personas por 15 meses; se soluciona con 
una estrategia, con una cabeza grande, amplia y, como se dijo acá, teniendo en cuenta a los 
trabajadores porque tienen mucho para aportar. Teníamos mucho para aportar antes de que mataran al 
Agente Oseas Pintos en abril de 2012 cuando le dieron un tiro en la cabeza y, sin embargo, nunca 
fuimos escuchados, ni antes de la muerte del compañero, ni después. Hicimos las denuncias en todos 
los medios, mostramos fotografías, acompañamos a la familia en el sepelio y la frenamos cuando 
quería insultar al señor Ministro, pero nada sirve para que el Ministro entienda que debe tener en 
cuenta a los trabajadores, escucharlos y no estar de espalda a ellos. Lamentablemente, esta es la 
realidad. 


SEÑOR PASQUET.- Al principio de su exposición y en distintos pasajes de este memorándum señalan 
que en algunos lugares del país desempeñan su labor en condiciones de trabajo realmente 
lamentables, no solo desde el punto de vista de la comodidad, la higiene o la funcionalidad de los 
locales, sino incluso desde el aspecto de la seguridad física de quienes tienen que trabajar, por 
ejemplo, en locales que están en peligro de derrumbe. Vinculo este tema con la ley que se votó aquí 
hace poco que es la de la responsabilidad penal del empleador. A ese respecto, hay distintas opiniones 
entre quienes interpretan la ley. Hay quienes sostienen, como es mi caso, que la ley solo es aplicable 
en el ámbito de las empresas -tanto privadas como públicas- y otros piensan que no es así y que es 
aplicable toda vez que exista una relación de trabajo, ya sea pública o privada, empresarial o no. Las 
representaciones de trabajadores que hemos recibido en esta Comisión justamente son partidarias de 
esta última interpretación, que es la más amplia. Como ustedes están adheridos al PIT-CNT, que 
suscribe esta interpretación, pregunto si han pedido el asesoramiento o el apoyo de los abogados de 
esa organización gremial para estudiar la eventualidad de presentar denuncias penales, porque las 
personas que se desempeñan en esas Comisarías que están en peligro de derrumbe -declarado tal 
por la Dirección Nacional de Bomberos- están trabajando en condiciones obviamente contrarias a las 
normas vigentes en materia de seguridad edilicia, etcétera, poniendo en peligro su integridad física y, 
eventualmente, sus vidas. Por eso pregunto si han recorrido algún camino de estos porque, como se 
subrayó adecuadamente -yo dije que en ese punto estaba muy de acuerdo con la orientación de la ley-, 
no es necesario que se produzca un daño para aplicar la Ley de Responsabilidad Penal Empresarial; al 
contrario: funciona antes del daño, se anticipa -como se dice aquí- el momento consumativo del delito y 


lo que se castiga es simplemente que se esté trabajando en condiciones que sean en sí mismas 
peligrosas para la integridad física de los trabajadores. De manera que si se desempeñan en una 
Comisaría que está por derrumbarse, según dictamen del Cuerpo de Bomberos, su situación está 
justamente en el centro de lo que es la preocupación de la ley. 


En consecuencia, reitero: ¿han hecho algo en este sentido? 


SEÑOR PEREIRA.- Ni bien se aprobó la Ley de Responsabilidad Penal Empresarial -que fue 
estudiada en el seno del sindicato policial de Maldonado, donde contamos con un equipo jurídico 
integrado por dos abogadas, un contador y demás profesionales- hicimos una recorrida por todas las 
Seccionales del departamento para evaluar las instalaciones y la manera en que trabajan los policías. 
También se hicieron comunicados de prensa; es más, puntualmente, en una Comisaría de contexto 
crítico -la 6? de Maldonado Nuevo-, cuando se llegaba a la guardia, faltaba parte de los vidrios. 
Inmediatamente el sindicato hizo un comunicado de prensa y salimos en los canales locales y en la 
radio informando que con el equipo jurídico íbamos a ver la posibilidad de hacer una denuncia en base 
a esta nueva ley para que alguien de la cadena de mando se hiciera responsable; no necesariamente 
el Ministro, pero de allí para abajo había que determinar responsabilidades. Al otro día el Jefe de 
Policía mandó al Director de la administración a hacer un relevamiento de las condiciones de la 
Seccional y enseguida se pusieron los vidrios que, además, son antidisturbios. Todo esto fue a raíz de 
la presión que ejerció el sindicato, lo que nos lleva a pensar que lo que está haciendo el Ministerio es 
tomarnos el pelo. 


A partir de ahí seguimos trabajando con esta ley que, a nuestro juicio, es de aplicación 
general para todos los ámbitos laborales. En este sentido, la abogada tenía alguna discrepancia 
porque entendía que se tiene que consumar el hecho, pero nosotros pensamos que no. 


SEÑOR PASQUET.- Eso está claro. 


SEÑOR PEREIRA.- Quería señalar que los asesores en materia de sindicatos de esta administración 
del Ministerio del Interior nos vienen con chicanas: nos dicen que no somos representativos, que no 
tenemos suficientes afiliados, etcétera. O sea, se juega con toda esa normativa, que tiene que ver con 
el quehacer de los sindicatos. 


En el caso del sindicato policial de Maldonado, somos el primero en constituirse a nivel 
departamental, somos el primero en ingresar a la central de trabajadores, es decir, al PIT-CNT y, en el 
departamento de Maldonado, somos el más representativo porque tenemos el 50% de los trabajadores 
afiliados. Y no solamente eso; hay otra cuestión, que para nosotros es una muy buena señal y que nos 
lleva a pensar que como sindicato policial estamos haciendo las cosas bien: se han afiliado una gran 
cantidad de señores oficiales, o sea, las jerarquías que, por lo general, en un principio discrepaban con 
los sindicatos y no estaban de acuerdo con la concepción, o con los propios sindicatos. En cambio, 
ahora, en el sindicato policial de Maldonado contamos con la adhesión de Comisarios Inspectores, 
Comisarios y Oficiales, y ello se debe al trabajo que hemos venido realizando. 


Para finalizar, quiero decir que en lo que tiene que ver con esta ley y el ámbito laboral, el mes 
pasado concurrimos a la Dinatra y uno de los temas que planteamos refería a los equipos de 
comunicación. En la Jefatura de Policía hay aproximadamente trescientos equipos handy para que el 
personal pueda comunicarse cuando está de patrulla. Nosotros, el Sindicato de Maldonado, 
averiguamos que alrededor de cien -es decir, un tercio- fueron traídos a Montevideo para ser 
reparados y no hay idea de cuándo se van a devolver. Es por esta demora que hemos hecho una 
denuncia en la Inspección General del Trabajo, puesto que la falta de las radios hace que esté en juego 
la vida del policía y de toda la ciudadanía a la que debemos cuidar. ¿Qué hacemos en el verano 
cuando se triplica la población de Maldonado con la llegada de turistas? Allí viven 160.000 personas y 
tenemos 1.100 policías y el Ministerio del Interior no crea vacantes, no se producen ingresos. 


Es probable que nuestro Sindicato haga también una denuncia en la Inspección General del 
Trabajo con relación al problema de las armas. Hay policías que todavía tienen revólveres de la década 
del setenta, trabucos, y es impresionante cómo han aumentado los delitos en la ciudad de Maldonado. 
Lo cierto es que no sabemos dónde más ir, dónde más golpear, porque hemos planteado nuestras 


reivindicaciones, nuestra problemática, en todos los organismos del Estado, pero nos escuchan y 
quedan ahí. Ninguno de ellos, en cualquiera de sus niveles, le ha dicho nada al Ministerio del Interior, ni 
siquiera le trasmiten nuestros planteos. Nadie se mete con el Ministerio del Interior. 


SEÑOR FERREIRA.- Actualmente trabajo en la Seccional 10? de Rocha. 


Nuestra abogada se comprometió a hacer un seguimiento de la jurisprudencia en función de la 
evolución del manejo del proyecto de ley, precisamente, por esa discusión jurídica que planteó el señor 
Senador Pasquet. La idea es no desgastar el esfuerzo de los sindicatos, pues estamos hablando de 
agremiaciones que tienen algo más de cien afiliados. Por lo tanto, creemos que hay que racionalizar 
nuestras energías. 


Concretamente, la abogada nos aconsejó esperar para ver si había o no algún planteo que 
apuntara a las empresas públicas y, en función de ello, ir ganando terreno y llevarlo así a la Justicia. 


SEÑOR TAJAM.- Según lo que han declarado los representantes de la Unión de Sindicatos Policiales, 
pude anotar cuatro temas que me parece son los más importantes en relación con esta Comisión en 
particular: negociación solo con sindicatos ideológicamente afines, persecución sindical, sanciones 
respecto de denuncias y denunciantes y condiciones de trabajo. Lo restante refiere a la política del 
Ministerio o a lo que tiene que ver con empleo, con funcionarios públicos, etcétera, sobre lo cual 
difícilmente nosotros desde aquí podamos tener una explicación. Entiendo que los cuatro temas que 
mencioné sí son importantes, por lo que me gustaría saber si dada la gravedad de las denuncias 
ustedes se encuentran en situación de preconflicto o de conflicto. Generalmente recibimos 
delegaciones que vienen a nosotros porque estos temas están puestos sobre la mesa y el planteo que 
nos hacen es: «Si esto no se resuelve, hay conflicto» o «Estamos en preconflicto; buscamos una 
negociación», o algo por el estilo. 


Por otro lado, tengo entendido que ustedes estuvieron en la Comisión de Legislación del 
Trabajo de la Cámara de Representantes y allí también concurrió el Ministerio a dar sus explicaciones. 
No sé si les conformaron y además decidieron venir aquí; entonces, me gustaría saberlo. 


SEÑOR DE LOS SANTOS.- Estuvimos en la Comisión de la Cámara de Representantes y no 
sabíamos que el Ministerio había concurrido. Tenemos entendido que iba a ser convocado por otros 
temas e incluso por nuestro planteo, pero no sabíamos que había concurrido a escuchar nuestros 
reclamos. 


Los sindicatos policiales tienen aproximadamente nueve años y, quizás, en todo este tiempo 
hemos alcanzado un grado de madurez mayor que otros que vienen a plantear problemas en situación 
límite con su patronal. Hemos tenido diferentes ámbitos de acercamiento con el Ministerio del Interior, 
pero sin respuestas ni soluciones a los planteamientos de los sindicatos. Ahora, cuando digo que 
hemos madurado respecto al tema sindical, quiero decir que sabemos dónde estamos parados como 
policías, qué nos corresponde, qué impacto puede tener sobre la población cuando el sindicato policial 
anuncia diferentes medidas, y qué límites establece nuestra ley orgánica policial, y en ese marco nos 
podemos movilizar. En ese sentido apostamos al diálogo, a que organismos que estén por fuera del 
Ministerio del Interior nos escuchen, porque la Cartera no ha generado un ámbito donde se pueda 
reunir con los diferentes trabajadores de los distintos sindicatos, y escuchar sus planteos, que no son 
solo reclamos ya que hemos realizado propuestas concretas, por ejemplo, para colaborar con la 
seguridad en el deporte. Además, hicimos propuestas para bajar las rapiñas y pusimos soluciones 
arriba de la mesa. Otros organismos, como la Intendencia Municipal de Montevideo, nos han 
escuchado, sin embargo no sucedió lo mismo con el Ministerio del Interior. 


Por eso digo que hemos alcanzado un grado de madurez que nos permite transitar caminos 
que no pueden recorrer otros sindicatos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el planteo que recibimos creo que hay aspectos de procedimiento y de 
fondo. Los últimos tienen que ver, fundamentalmente, con los niveles de capacitación, las condiciones 
de vida del funcionario policial y el estado de la infraestructura. Otro tema a destacar es el diálogo, que 


es un aspecto más formal, menos sustancial, pero que obviamente es trascendente, porque sin diálogo 
a veces no se pueden solucionar determinados problemas. 


La realidad que plantean sobre la situación de la policía del interior y de Montevideo no es 
novedad. Quienes somos del interior sabemos que estos temas se dan en la enseñanza y en muchas 
áreas más, no solo en la seguridad. 


Quiero plantear, específicamente, el tema de la seguridad y el diálogo. Me gustaría saber 
cuál es el tipo de diálogo que tienen con los jefes de policía que obviamente no son la cúpula del 
Ministerio del Interior pero forman parte de él, porque en definitiva en cada departamento son la cabeza 
de la institución. Entonces, ¿cuál es el tipo de diálogo? ¿Los jefes son sensibles a estos problemas? 
Claro, todos sabemos que son 19 jefaturas, que son diferentes las características de cada jefe y 
además suelen cambiar cada dos o tres años, y a veces más rápido todavía. No obstante, en términos 
generales, quisiera saber si se entiende que hay receptividad por parte de los Jefes de Policía ante los 
problemas que se plantean por parte del sindicato y si dan alguna respuesta al respecto. Creo que este 
es un elemento muy importante de conexión entre las jerarquías del Ministerio y el común de los 
funcionarios en sus respectivas bases territoriales. Por lo tanto, reitero que me gustaría conocer cuál es 
el relacionamiento en el nivel que mencioné y también con la cúpula del Ministerio, así como qué 
respuestas se reciben en el diálogo entre ambas partes. 


SEÑOR RIBEIRO.- Como he planteado, algunos jerarcas nos reciben y otros no. Particularmente en 
Artigas, cuando se creó el sindicato, el Jefe de Policía manifestó públicamente su acuerdo con tal 
iniciativa, ya que consideraba que la Policía necesitaba unirse y sindicalizarse. Pero cuando se 
comenzó a denunciar los malos procedimientos que se realizaban no nos recibió más, dispuso que 
fuera el Subjefe quien lo hiciera y en este momento eso tampoco ocurre. 


Como también comentamos, en Lavalleja el sindicato no es recibido y se lo envía ante el 
Ministerio para que este decida; en Rocha ocurre lo mismo y en Salto, si bien al principio existía una 
buena relación, cuando comenzaron a surgir denuncias por maniobras y procedimientos irregulares, 
también se cortó el diálogo. En definitiva, la mayor parte de las Jefaturas están en esa posición de no 
recibir al sindicato y enviar a sus representantes a la capital para tratar directamente con el Ministerio. 


SEÑOR PEREIRA.- La Administración centralizó el tema de los sindicatos en Montevideo, 
concretamente con los asesores del Ministro. Es más; hasta las altas y las bajas de los sindicatos 
policiales, que antes eran tramitadas por la Administración de cada Jefatura departamental, ahora 
están centralizadas en una oficina del Ministerio del Interior en Montevideo. Incluso, los Jefes de 
Policía, para recibir al sindicato, tienen que pedir permiso al Ministerio. El caso de Maldonado es 
prácticamente único en el país, ya que nuestro sindicato mantiene una excelente relación con el Jefe 
de Policía. En general, las cuestiones que plantea el sindicato son resueltas por la Jefatura 
departamental, pero muchas veces se debe consultar en primera instancia a la Asesoría del Ministro y 
recién después se nos llama. En definitiva, los Jefes de Policía también están atados y no pueden 
negociar ni resolver asuntos porque todo está centralizado en la oficina de los asesores del Ministro. 
Realmente se trata de una situación lamentable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría saber qué ocurre con esos casos que se mencionaron relativos a 
problemas de infraestructura en los techos, en los baños y con todo aquello vinculado con los 
establecimientos policiales. Es decir, consulto si esos problemas también son trasladados para su 
resolución a la oficina asesora del Ministro o si eso depende de cada Jefe de Policía departamental. 


SEÑOR FERREIRA.- Creo que debe quedar claro que este Ministerio del Interior -voy a ser muy 
específico y me hago responsable por lo que digo- es bicéfalo. Por lo tanto, tener un mando político y 
uno policial que piensan y funcionan de distinta manera e independientemente, es complejo. Cuando 
tenemos Jefes de Policía que dependen jerárquicamente del Director Nacional de Policía y que para 
estas negociaciones sindicales con los trabajadores no pueden tomar resolución si del mando no viene 
la orden, el Ministerio entendió que lo mejor era hacer negociaciones directamente con el mando 
político del Ministerio del Interior. Dicho en palabras del doctor Florio, Asesor Letrado del Ministro del 
Interior, las Jefaturas del interior son un feudo. Creo que con esto queda resumido todo lo que decimos. 
Por lo tanto, entender que cada feudo se maneja como quiere y responde a una cabeza mientras que 


la cabeza política es otra e, incluso, no se consultan en algunas cuestiones, deja muy en claro el 
panorama policial nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la comparecencia de nuestros invitados. La Comisión después 
resolverá qué pasos seguir y, eventualmente, podría invitar a los jerarcas del Ministerio del Interior a 
conversar sobre este tema. Naturalmente tomamos en cuenta la gravedad y la importancia que tiene el 
asunto, pues nos estamos refiriendo a una de las funciones primordiales que tiene el Estado; de todos 
modos, reitero, la Comisión analizará cuáles son los pasos a seguir. 


Agradecemos la información que nos han brindado y, naturalmente, permanecemos a las 
órdenes para recibir cualquier otro dato que entiendan pertinente. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Unión de Sindicatos Policiales integrante de la 
Orientación Sindical «5 de marzo».) 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Antognazza.) 


-Pido disculpas por no haber podido estar al inicio de la Comisión, pero debía atender otros 
compromisos. 


Si bien no estuve desde el comienzo de la sesión, he notado que el planteo de los sindicatos 
policiales es más bien un tema político. Creo que hay reivindicaciones que las podríamos encauzar 
dentro del Ministerio, algunas son muy lógicas como, por ejemplo, las condiciones en que viven, el 
estado en que están las Comisarías, la mala atención que recibe la gente -que sé es cierto- y las 
incomodidades de los lugares en que trabajan. Entiendo que este tipo de reivindicaciones -así como 
también otras- podríamos solucionarlas. 


De todos modos, ellos evaluaron más el concepto político y el de gestión, y la idea era no 
entrar en esa discusión. Quiero decir que algunas de las situaciones que señalaron me llaman la 
atención y me sorprenden -integro la Comisión Especial de Seguimiento Carcelario y he estado 
hablando con los policías que están en las cárceles- más allá de que es cierto de que ha habido 
importantes quejas. Por ejemplo, han enviado a esos lugares gente que ya está para jubilarse y, 
prácticamente, los mandan allí para obligarlos a ello. He tenido algunas quejas en ese sentido pero, en 
general, esta es una profesión muy embromada y, lamentablemente, la sociedad lo tiene que saber. 


Desde la Comisión Especial de Seguimiento Carcelario creo que hemos hecho todo lo 
posible: hemos ido a todos los lugares e incluso tratado de corregir aquellos en los que se han 
registrado problemas e injusticias; ¡algo hemos conseguido! 


No quiero apartarme del tema pero me parece que lo más importante que hemos hecho - 
aclaro que se ha logrado entre todos los Partidos- ha sido impulsar programas a través de los cuales 
se les ha dado ocupación a los presos. 


He participado también de la Comisión de Derechos Humanos, que está abocada al tema y 
hemos ido a todos los lugares. 


En lo personal, no voy a hacer otro tipo de consideración con respecto al tema de los 
sindicatos; simplemente, consulto a los señores Senadores si prefieren convocar a las autoridades del 
Ministerio del Interior o leer la versión taquigráfica de la Comisión de Legislación del Trabajo de la 
Cámara de Representantes del día de ayer, a la que concurrieron. 


SEÑOR PASQUET.- Creo que tenemos que seguir el procedimiento estándar, que es escuchar a la 
otra parte. Ya que hemos recibido los planteos y quejas de la Unión de Sindicatos Policiales, 
corresponde convocar a las autoridades del Ministerio del Interior para escuchar lo que tengan que 


decir y para poder formularles las preguntas que consideremos adecuadas. Por supuesto que leeremos 
la versión taquigráfica de la comparecencia ante la Cámara de Representantes -nos ilustraremos con 
esos elementos-, pero me parece insoslayable que ya que la Unión de Sindicatos Policiales entendió 
pertinente concurrir a este ámbito para realizar su planteo -después de hacerlo también en la Cámara 
de Representantes-, nosotros cumplamos nuestra función y convoquemos al señor Ministro. A partir de 
ese momento, resolveríamos qué pasos correspondería dar, si es que hay que dar alguno. 


(Apoyados.) 


SEÑOR TAJAM..- Solicito que se reparta la versión taquigráfica de la Comisión de Legislación del 
Trabajo de la Cámara de Representantes a la que asistieron las autoridades del Ministerio del Interior, 
porque los representantes de la Unión de Sindicatos Policiales realizaron nuevos planteos sin conocer 
qué tenía para responderle el Ministerio. 


SEÑOR MORELLI.- Creo también importante hacer llegar al Ministerio y repartir entre los señores 
Senadores la versión taquigráfica de la sesión de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, quedamos en convocar a las autoridades del Ministerio del Interior - 
a quien se le enviará la versión taquigráfica de esta sesión- y distribuir entre los señores Senadores las 
versiones taquigráficas de la sesión de la Comisión de Legislación del Trabajo de la Cámara de 
Representantes a la que concurrieron dichas autoridades y la realizada en el día de hoy. 


Se pasa a considerar el segundo punto del Orden del Día: «Caja de Jubilaciones y 
Pensiones de Profesionales Universitarios, correspondiente a la Carpeta N* 1298/2013. 


SEÑOR PASQUET.- Por las razones expuestas en la sesión anterior estoy impedido de considerar este 
punto. 


SEÑOR MORELLI.- Propongo postergar el tema para la próxima sesión. 
SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 49 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


